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VENEZUELA
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Estimaciones oficiales indican que los pueblos indígenas de Ve-
nezuela conforman aproximadamente el 2,8% del total de la po-
blación (32 millones de habitantes). No obstante, otras se incli-
nan por una cifra superior que podría superar el millón y medio 
de personas. Dicha población se distribuye en más de 40 pue-
blos que incluyen a los Akawayo, Amorúa, Añú, Arawak, Arutani, 
Ayamán, Baniva, Baré, Barí, Caquetío, Cumanagoto, Chaima, 
E´ñepá, Gayón, Guanono, Hoti, iInga, Japreria, Jirajara, Jivi, Ka-
ri´ña, Kubeo, Kuiva, Kurripako, Mako, Makushi, Nengatú, Pemón, 
Piapoko, Píritu, Puinave, Pumé, Sáliva, Sánema, Sapé, Timo-
to-cuica, Waikerí, Wanai, Wapishana, Warao, Warekena, Wayuu, 
Uwottüja, Yanomami, Yavarana, Ye´kuana y Yukpa. Se encuen-
tran distribuidos en los estados Zulia, Amazonas, Bolívar, Delta 
Amacuro, Anzoátegui, Sucre y Apure. Algunnos comparten con 
Brasil, Colombia y Guyana. La suma de territorios indígenas y 
áreas protegidas, que en gran parte se solapan cubre casi un 
50% del territorio nacional venezolano.

Venezuela incorporó en su Constitución los derechos in-
dígenas, cuya lista se inicia con la consagración del derecho al 
territorio. La Constitución (1999) reconoce el carácter multiét-
nico, pluricultural y multilingüe de la sociedad venezolana. En 
2001, el Gobierno venezolano ratificó el Convenio 169 de la OIT. 
En 2005, se aprobó la Ley Orgánica de Pueblos y Comunida-
des Indígenas. El Estado venezolano también ha aprobado un 
cúmulo de leyes, entre ellas figuran la Ley de Demarcación y 
Garantía del Hábitat y Tierras de los Pueblos Indígenas (2001), 
la Ley Orgánica de Pueblos y Comunidades Indígenas (2005), 
la Ley de Idiomas Indígenas (2007), la Ley de Patrimonio Cultu-
ral de los Pueblos y Comunidades Indígenas (2009) y la Ley del 
Artesano y Artesana Indígena (2009). En 2007 Venezuela votó 
a favor de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los De-
rechos de los Pueblos Indígenas y creó el Ministerio del Poder 
Popular para los Pueblos Indígenas como parte del gabinete 
ejecutivo.

El 2017 fue un período de ampliación de la crisis estructural de la 
sociedad venezolana asociada al colapso del modo de vida con-
figurado en torno al modelo rentístico/extractivista. Este proceso 
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estuvo signado por tendencias, problemas y conflictos   que se acen-
tuaron unos y eclosionaron otros, con expresiones en el marcado des-
bordamiento de normas y acuerdos que regulan la convivencia ciuda-
dana, una continua  precarización y transgresión de las bases y los lími-
tes de la economía formal, el deterioro sostenido del entramado social 
y la desestabilización creciente del marco institucional. En general fue 
un año de agravamiento de las condiciones de vida de la población con 
impactos correlativos profundos en diversos ámbitos. Así destaca en lo 
alimentario el incremento de los índices de desnutrición y malnutrición, 
el agravamiento de las condiciones sanitarias, el deterioro de los cen-
tros de salud, la falta de insumos para cirugías, tratamientos antirretro-
virales, diálisis y tratamiento del cáncer, y el repunte de enfermedades 
como las diarreas, la difteria, el VIH/SIDA y, muy especialmente la ma-
laria. En el plano ambiental sobresalen los impactos generados por la 
actividad minera, sobretodo en el sur del país. Cabe mencionar como 
manifestaciones particulares de esta situación general las siguientes: 
el alcance  de niveles de hiperinflación (con la tasa de inflación más alta 
del mundo que supera el 2000%)1 ; la cada vez mayor falta de circulante; 
la caída pronunciada del 15% en el PIB2; la falta de alimentos y medici-
nas; el deterioro de la infraestructura y los servicios públicos;  la  multi-
plicación de tensiones en el plano laboral;  las protestas de corte insu-
rreccional que se sucedieron a lo largo de cuatro meses con un saldo de 
más de 120 muertos y heridos,  importantes daños físicos y graves de-
nuncias de violaciones de los derechos humanos por parte de los acto-
res en pugna; las acciones de calle desplegadas a finales del año moti-
vadas principalmente por la falta de alimentos y medicinas, la situación 
monetaria y fallas notables en servicios como la electricidad, la provi-
sión de agua potable, el gas, el transporte público y la atención en cen-
tros de salud. A esto se agrega una aguda confrontación de los poderes 
públicos con serios intercambios de acusaciones relativas a ruptura del 
hilo constitucional, desacato, usurpación de funciones institucionales 
y corrupción, protagonizadas por un lado por el Poder Ejecutivo y el Tri-
bunal Supremo de Justicia (TSJ), y por el otro por la Asamblea Nacional 
(AN) y la Fiscalía General de la República (FGR),  con decisiones que lle-
varon al desconocimiento mutuo, la sustitución de la fiscal general, la 
eliminación de la inmunidad parlamentaria para los miembros de la AN, 
la convocatoria por parte del presidente de la República a una Asam-
blea Nacional Constituyente (ANC) que fue rechazada por sectores de 
oposición y grupos disidentes de la alianza de Gobierno, y la adopción 
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del estado de excepción para adoptar medidas en el plano civil, econó-
mico, militar, penal, administrativo, político, jurídico, social y legislati-
vo.3 En este contexto se disparó a niveles sin precedentes la migración 
de venezolanos con destinos en Brasil, Colombia, Ecuador Chile, Perú, 
Panamá, España y Estados Unidos, donde las solicitudes de asilo y tra-
bajo de ciudadanos venezolanos aumentaron de manera muy signifi-
cativa. El ambiente de crisis se completó con una serie de condenas y 
medidas sancionatorias adoptadas por Gobiernos de países america-
nos y europeos en contra de funcionarios del Gobierno nacional. En este 
escenario, si bien  la inmensa población venezolana se encuentra  reci-
biendo los embates de la grave situación, los pueblos indígenas sobre-
salen por su vulnerabilidad y  sensible afectación.

Arco Minero del Orinoco y derechos indígenas

En el marco del empeoramiento de la crisis sin precedentes que marcó 
la situación venezolana en 2017, se destaca como un importante com-
ponente la puesta en marcha del megaproyecto de desarrollo del Arco 
Minero del Orinoco (AMO), conjuntamente con la prolongación de las 
agudas controversias desatadas en 2016, en torno a sus impactos rea-
les y potenciales. Vale recordar que, en febrero de 2016, el presidente 
Nicolás Maduro decretó la creación de la Zona de Desarrollo Estratégi-
co Nacional “Arco Minero del Orinoco” (una idea ya anunciada por su 
predecesor en 2011) que comprende un territorio situado al sur del río 
Orinoco con una extensión de 111.843 km2. 

A lo largo del AMO coexisten territorios indígenas autodemarca-
dos, involucrando a comunidades de los pueblos Pumé, Kari’ña, Pemón, 
Sapé, Uruak Arutani, Hoti, E ´ñepa, Mapoyo, Piaroa, Hiwi, Ye´kuana y Sa-
nema. El AMO forma parte de los llamados motores mineros, el octavo 
de los 14 establecidos por el gobierno con el propósito de recuperar y 
reimpulsar la menguada economía del país. Adicionalmente, este me-
gaproyecto ha sido presentado como una medida para ordenar la acti-
vidad minera que de manera entrópica viene interviniendo en la zona. 
La riqueza de yacimientos minerales (oro, diamantes, coltán, hierro, bau-
xita, etc.) es el aliciente ofrecido a inversionistas nacionales y extranjeros, 
que han constituido empresas de maletín para obtener mayores ventajas 
para hacer negocios con el Estado venezolano.
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Para el financiamiento del proyecto de minería a gran escala el Go-
bierno venezolano anunció haber convocado a 150 empresas venezola-
nas y extranjeras, pero hasta la fecha apenas 16 han formalizado conve-
nios y se han creado cuatro empresas mixtas, solo una tiene presencia 
visible en la zona oriental del Arco Minero del Orinoco. 

Diversas instituciones, movimientos, organizaciones e individuos de 
los ámbitos social, académico, profesional, estudiantil y político, así como 
organizaciones indígenas, han denunciado el hecho de que este mega-
proyecto fue diseñado y aprobado ignorando la consulta previa a los pue-
blos y comunidades indígenas de la zona, así como las evaluaciones de 
impacto ambiental y sociocultural, cuya obligatoriedad establece la 
Constitución en su artículo 120. Igualmente han subrayado los profundos 
impactos negativos que en su opinión se generarán en materia, social, 
cultural, laboral, ecológica y de soberanía nacional, como consecuencia 
del desarrollo del AMO.4 No obstante, en 2017 el Gobierno se mantuvo fir-
me en su propósito de llevar adelante el cuestionado emprendimiento. 

En este sentido resaltan para ese año los siguientes hechos: la 
constitución el 27 de marzo de la Empresa Mixta Ecosocialista Siembra 
Minera, S. A. entre la Corporación Venezolana de Minería y una filial de la 
empresa canadiense Gold Reserve, acusada de tener antecedentes por 
contaminación en el Estado Bolívar y de desarrollar una campaña inter-
nacional contra el estado venezolano para que finalmente el Centro In-
ternacional para el Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (CIA-
DI) fallara a favor de la compañía; en el mismo mes de marzo la Coordi-
nadora de Organizaciones Indígenas de la Amazonía Venezolana 
(COAIM) y la Organización Regional de los Pueblos Indígenas de Ama-
zonas (ORPIA) expresaron gran preocupación por los efectos de la mi-
nería ilegal y la progresiva aplicación del AMO “que pone en riesgo las 
reservas de agua más importantes del país”. El 2 de noviembre, la deno-
minada Fiscal General en el exilio, Luisa Ortega Díaz, interpuso ante los 
magistrados del Tribunal Supremo de Justicia designados por el parla-
mento, un recurso de nulidad y un amparo cautelar contra el decreto del 
Arco Minero, señalando que el Gobierno busca oficializar estructuras 
mafiosas civiles y militares que están tras la explotación de los minera-
les y beneficiar los intereses de  las grandes compañías, e indicando 
que se debe proteger la biodiversidad de la zona y garantizar la supervi-
vencia de los pueblos indígenas que allí habitan y que nunca fueron 
consultados. El 27 de noviembre el Consejo Popular Minero, que dice 
contar con unos 150.000 adherentes, manifestó su respaldo al AMO  al 
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que calificó de “apuesta por una minería racional y responsable”, y ese 
mismo día  fue aprobada en sesión ordinaria de la Asamblea Nacional 
Constituyente, la Ley de Régimen Tributario para el Desarrollo Soberano 
del Arco Minero del Orinoco. El 6 de diciembre el presidente Nicolás Ma-
duro aprobó permisos para iniciar trabajos mineros en 23 comunidades 
del AMO con una extensión territorial de 3.409 km2. El día siguiente se 
denunció en la AN la muerte de 5 mineros que murieron tapiados en 
una mina de oro de la zona. El 15 de diciembre la Asamblea Nacional 
aprobó el informe elaborado por una Comisión Mixta sobre la creación 
de la Zona de Desarrollo Estratégico Nacional “Arco Minero del Orinoco”, 
que revoca las negociaciones que lleva adelante el Ejecutivo; la última 
semana del año el ministro para el Desarrollo Minero Ecológico, Víctor 
Cano, informó que el AMO aportó en 2017 un total de 8.5 toneladas de 
oro al Banco Central de Venezuela. 

Es importante destacar también que, en 2017, diversas fuentes, 
entre las que figuran investigaciones y reportajes, dan cuenta de un no-
table incremento del delito en la zona, el cual cabalga sobre la progresi-
va sustitución de la autoridad estatal por pranatos, mafias y grupos de 
delincuencia organizada, los cuales se benefician de la minería ilegal e 
imponen sus reglas violentamente.

 En las minas, además de los frecuentes accidentes por despren-
dimientos de tierra, ocurren asesinatos y enfrentamientos entre ban-
das mineras ilegales. Indican también que la deforestación y el uso del 
mercurio en la actividad minera que se continúa desarrollando caótica-
mente causan serios estragos ambientales en los suelos, aguas, fauna 
y flora, y violan el derecho a la tierra de unas 198 comunidades indíge-
nas, algunas de las cuales han rechazado rotundamente el cianuro co-
mo alternativa supuestamente ecológica  promovida por el Gobierno (la 
forma de organización de la pequeña minería promovida oficialmente 
que son las brigadas socialistas mineras sigue utilizando esa sustan-
cia). Varios informes señalan que los más afectados por este ecocidio 
son los pueblos indígenas y los ecosistemas. Monitoreos de la NASA 
determinaron que 200 de hectáreas de bosque se perdieron en los pri-
meros seis meses de 2017, equivalentes a más de 141 canchas de futbol. 
La deforestación y la contaminación por uso de mercurio se han exten-
dido hasta el Parque Nacional Canaima.

http://www.panorama.com.ve/sucesos/-El-Topo-sigue-evadido-a-tres-semanas-de-la-masacre-de-Tumeremo-20160327-0023.html
http://www.panorama.com.ve/sucesos/-El-Topo-sigue-evadido-a-tres-semanas-de-la-masacre-de-Tumeremo-20160327-0023.html


139 América del Sur

Creación del Parque Nacional Caura

El 22 de marzo de 2017, el Ejecutivo anunció la creación del Parque Na-
cional Caura en la cuenca del río que lleva el mismo nombre, con el fin 
de proteger el potencial hidroeléctrico, la biodiversidad de la zona, e im-
pulsar acciones de saneamiento ambiental por los efectos negativos 
causados por la minería ilegal. La nueva área protegida fue creada so-
bre el mismo territorio de la Zona 2 del Arco Minero y una poligonal de 4 
millones de hectáreas que desde hace varios lustros reclaman los pue-
blos Sanemá y Ye´kwuana como territorio ancestral, teniendo como re-
ferencia a la Constitución de 1999, y la Ley de Pueblos Indígenas de 
2005. El Parque Nacional Caura es el hogar también de la etnia Hoti, la 
población afrodescendiente de Aripao, así como las comunidades crio-
llas y mestizas que desde hace 60 años llegaron para poblar Puerto Ca-
bello del Caura, Trinchera y Jabillal, a orillas del río Caura.

 El parque comprende un total de 7,5 millones de hectáreas, siendo 
ahora el más grande de Venezuela. La medida de creación del parque 
ha contado con el respaldo de algunos grupos que se identifican como 
ambientalistas y se declaran afectos al Gobierno. Sin embargo, voceros 
de la comunidad científica y académica, organizaciones como FUDECI, 
PROVITA, Wataniba y PHY NATURA, y organizaciones indígenas tales 
como la asociación civil Kuyujani, han señalado que no se cumplieron 
los requisitos legales necesarios para la creación del Parque Nacional 
Caura. Vale decir que no se realizó una consulta previa, informada y li-
bre, a los pueblos indígenas, ni se presentaron los estudios ambientales 
legalmente exigidos, que además debían ser evaluados por la Asam-
blea Nacional. Sin embargo, estos críticos coinciden en que la zonifica-
ción del parque nacional podría reparar vacíos y fallas técnicas, abordar 
eficazmente problemas de minería ilegal, grupos armados, prostitu-
ción, violencia y atropellos de militares entre otros, si las observaciones 
de los científicos y líderes de los pueblos originarios son tomadas en 
cuenta en el Plan de Ordenamiento y Reglamento de Uso.5 

Minería, ambiente y contrabando en el estado Zulia

La situación creada por el avance de la minería legal e ilegal en el sur del 
país tiene su equivalente en otras regiones y territorios que sirven de 
asiento a comunidades y pueblos indígenas. En el estado Zulia, grupos 
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diversos de críticos han persistido en su cuestionamiento a la apertura 
de nuevas minas de carbón en la Sierra de Perijá, la instalación de una 
planta termoeléctrica alimentada con carbón, y la construcción de un 
puerto de aguas profundas en la salida del lago de Maracaibo. En el ca-
so de la extracción de carbón, cuya ampliación para propósitos de ex-
portación con el objeto de obtención de divisas ha sido anunciada ofi-
cialmente,6 se teme una pronta acumulación de factores que podrían 
propiciar la ocurrencia de una gran catástrofe ambiental. Los operati-
vos contra el “bachaqueo” en Zulia han fortalecido todas las actividades 
ilícitas que giran en torno a estas prácticas delincuenciales, la prostitu-
ción, la trata, la venta y consumo de drogas, el contrabando de combus-
tible y comida, la presencia de actores armados, factores todos que per-
judican a los pueblos indígenas de la zona, en particular al pueblo wayüu.

Salud y pueblos indígenas

De acuerdo a la información de expertos, pese a que el artículo 122 de la 
Constitución estipula que “los pueblos indígenas tienen derecho a una sa-
lud integral que considere sus prácticas y culturas”, aquellos, además de 
sufrir el impacto de los efectos generales de la crisis, se ven afectados por 
una secular situación de marginación con respecto al sistema de salud.

 En este orden de ideas, informantes diversos exponen su preocu-
pación por el crecientemente insuficiente y deficiente acceso a los ser-
vicios de salud, al que se adiciona un subregistro de la información epi-
demiológica e incluso la existencia de zonas de silencio total en ese 
sentido. En este aspecto se ponen de relieve una serie de datos de los 
cuales extraemos los siguientes: en la mayoría de las comunidades la 
población indígena, sobre todo la infantil, tiene hoy mayor probabilidad 
de morir por enfermedades respiratorias, diarreas y aquellas preveni-
bles por vacunación, tuberculosis y malaria. Así por ejemplo,  entre los 
yanomami se detecta una mortalidad infantil 10 veces superior al pro-
medio nacional; la mortalidad infantil en la etnia pumé oscila entre 30% 
y 50% de los niños nacidos vivos, la mayoría antes de llegar a los 4 años 
de edad. En general, se pueden citar enfermedades de alta prevalencia 
en la población indígena como la malaria, la tuberculosis y la oncocer-
cosis, esta última con una gran incidencia en la etnia yanomami.7

 En 2017, se detectaron casos alarmantes de desnutrición en co-
munidades wayuu de la Guajira venezolana. En lo que respecta a la ma-
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laria este año se amplió de manera importante la propagación de esta 
enfermedad al territorio de varios estados del sur del país, al punto que 
Venezuela puntea en los registros a escala del subcontinente, siendo 
Amazonas y Bolívar, donde prolifera la minería ilegal, los más afecta-
dos. Además, las poblaciones indígenas de esta zona están negativa-
mente impactadas por la contaminación mercurial de los ríos. Convie-
ne también hacer referencia al aumento de la tasa de suicidio entre los 
pumé y los ye´kuana. Por su parte, como consecuencia del componente 
alimentario de la crisis general, la desnutrición afecta cada vez más a 
muchas comunidades, en particular a los niños y niñas, y tiende a re-
crudecerse en los casos de los pueblos pumé y warao. En general los 
grupos más afectados son los más aculturados ya que aquellos que 
conservan mayormente sus patrones de alimentación tradicional bási-
ca, están en mejores condiciones para resistir los impactos de la crisis.

Mención aparte merece la continuación de la crisis de salud desata-
da por la epidemia de VIH detectada en años anteriores entre los warao. 
De acuerdo con lo expresado por ciertos investigadores, este año ha ha-
bido una propagación dramática del VIH/SIDA en esta etnia, asentada 
principalmente en Delta Amacuro. Con relación a este problema de salud, 
la prevalencia es de 10%, es decir, 10 de cada 100 indígenas warao sufren 
de esta condición.8 Los warao presentan también una gran incidencia de 
tuberculosis. Ambas enfermedades representan un gran riesgo de mor-
talidad como consecuencia de la falta de acceso al tratamiento y la au-
sencia de pesquisa de los casos que puedan ser detectados a tiempo.

Demarcación de tierras y migraciones

En el período considerado el cierre de fronteras esgrimido como medi-
da para combatir el contrabando, la centralización, los megaproyectos 
mineros, petroleros y de otra índole han incidido negativamente en el 
ámbito territorial. Podemos sumar a esto ciertos signos de recoloniza-
ción que se expresan a través de propuestas o recomendaciones he-
chas a la Asamblea Nacional Constituyente y al propio Gobierno nacio-
nal por ciertos voceros ilustrados que durante un buen tiempo han des-
calificado el reconocimiento de los derechos territoriales indígenas y 
advierten sobre posibles propósitos secesionistas. 

Es necesario también llamar la atención sobre la situación de des-
borde de los límites formales del Arco Minero del Orinoco por dinámicas 
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socioambientales, económicas, demográficas y políticas que se pro-
yectan más allá, hacia otras áreas e incluso traspasan las fronteras na-
cionales, lo que hace que en la práctica la extensión reconocida oficial-
mente del AMO no sea real. Por otra parte, no puede dejarse de mencio-
nar la situación de dilación en la que permanece el proceso de recono-
cimiento y demarcación de territorios indígenas de todo el país que 
lleva ya varios años de retraso y estancamiento. 

Un caso particular y emblemático es la incompleta demarcación 
de tierras yukpa en la sierra de Perijá (Zulia) es la que se traduce en la 
falta de entrega de titularidades a diez comunidades del centro origina-
rio de Chaktapa, foco de lucha por los derechos territoriales, con cinco 
haciendas, para las cuales no se han pagado las bienhechurías, aunque 
ya se hayan hecho los avalúos respectivos y los estudios de infraestruc-
tura. En general el proceso nacional de demarcación de hábitat y tierras 
indígenas como obligación constitucional del Estado venezolano se 
encuentra de hecho e informalmente paralizado; sin avances significa-
tivos en términos de demarcaciones realizadas y títulos entregados.9 
Como aspectos positivos pueden identificarse la restitución a la forma 
jurídica del status exacto de las tierras bari en el estado Zulia, y la crea-
ción del Parque Nacional  Caura que, al menos es una figura de protec-
ción ambiental, y supone un reconocimiento (aunque insuficiente) a las 
tierras de algunas comunidades indígenas.
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